
  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

_ǜųģϔņŌϔωÕǀűƏŌǀƚǈϔ ǜǹűƇűƚǈϊϔpara un  

PROCESO PARTICIPATIVO 

Subcomunidad de Procesos  

Qué SÍ y qué NO hacer  



La Comunidad de Prácticas de Participación Ciudadana es una iniciativa que se engloba dentro 

de las actuaciones del IV Plan de Gobierno Abierto, constituida dentro del Foro de Gobierno 

Abierto e impulsada por la Dirección General de Gobernanza Pública, en colaboración con el 

INAP, del Ministerio de Hacienda y Función Pública. Entre sus objetivos está el intercambio de 

conocimiento y buenas prácticas en materia de participación ciudadana, generación de inteli-

gencia colectiva transferible y la contribución a los compromisos participación del IV Plan de 

Gobierno Abierto de España 2020-2024.  

Una de las subcomunidades constituidas dentro de ella, la de Procesos Participativos, tiene como 

tarea esencial compartir experiencias participativas con quienes tengan en perspectiva incorpo-

rar técnicas de este tipo a la gestión pública, especialmente en la toma de decisiones. Con este 

propósito, además, buscamos generar conocimiento y aprendizaje en una materia que aún es 

muy desconocida en nuestro país. Intentamos arrojar luz sobre aquello que creemos es impres-

cindible tener en cuenta y no pasar por alto y, por contra, aquello que es mejor evitar hacer en 

cualquier proceso participativo. Este es, sencillamente, el objetivo de esta sencilla guía: dar pistas 

a quienes se inician en este campo sobre las claves que deberían estar presentes en todo proceso, 

pero también advertir de aquellos posibles errores o descuidos que pueden dar al traste con 

nuestro empeño. 

Gracias especiales a quienes han contribuido a este trabajo: a Susana Gallardo Escobar y Jorge 

Escudero Pérez (Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha), Ascen Moro Cordero y Berta Cen-

drós Ollé (Ayuntamiento de Sant Feliu de Llobregat), Ana Etxaleku Castaño (Gobierno de Nava-

rra), Eider Sarria Gutiérrez y Julen Capetillo Aramburu (Ayuntamiento de Leioa), Arrate García 

Campos (Acreditra), Daiana Bouzo (Transparencia Internacional España) y Carmen Rodríguez 

Sanchís (Consorcio Provincial de Bomberos de València). 

Los coordinadores de esta subcomunidad, Nieves Escorza Muñoz (Ayuntamiento de Pinto) y Joa-

quín Meseguer Yebra (Ayuntamiento de Madrid), que también participamos en esta guía, esta-

mos muy orgullosos de vuestro trabajo con el que aportáis altruista y generosamente vuestro 

inmenso capital de conocimiento, que es obligado reconocer públicamente con estas letras. 

Y por supuesto, gracias a Javier Sierra, coordinador de la Comunidad de Prácticas por contribuir 

a que esta sencilla guía viera la luz y a Clara Mapelli, Directora General de Gobernanza Pública, 

y a todo su equipo por el apoyo prestado en todo momento. 

Esperamos que la obra sea de utilidad, porque ese será el mejor reconocimiento al tiempo y ca-

riño que le hemos dedicado a cada una de sus líneas. 

Madrid, febrero de 2023 

  

Joaquín Meseguer Yebra. Ayuntamiento de Madrid 

Nieves Escorza. Ayuntamiento de Pinto 

  

Coordinadores de la Subcomunidad de Procesos Participativos de la Comunidad de Prácticas de 

IV Plan de Gobierno Abierto 
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LO QUE SÍ HACER EN UN 
PROCESO PARTICIPATIVO  
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Asumir el impulso de procesos participativos como un deber general de las 
organizaciones públicas con el fin de implantar una gobernanza participativa.  

 

Las organizaciones públicas deben ser 
conscientes de la importancia y, en su 
caso, de la necesidad de cumplir las nor-
mas en relación con la participación ciu-
dadana, facilitando para ello el desarro-
llo de procesos participativos e incorpo-
rándolos en su quehacer ordinario.  

La participación ciudadana debe formar 
parte del ciclo de desarrollo e implanta-
ción de las políticas públicas como un va-
lor transversal, medular. Debe estar pre-
sente en la concepción, el diseño, el 
desarrollo y la evaluación de la acción pú-
blica para que estas actuaciones estén 
orientadas a las personas beneficiarias y 
enfocadas hacia la medición de sus resul-
tados e impactos. Solo así podremos 
construir organizaciones que aprenden. 

Las organizaciones públicas que se 
abren a la participación son mejores or-
ganizaciones; en las que trabajan perso-
nas con mente abierta y valentía, que vi-
ven la colaboración ciudadana como un 
regalo, que exploran nuevas formas de 
comunicación y relación con la ciudada-
nía para construir confianza, que incre-
mentan la legitimidad de las decisiones, 
dado que se fundamentan en la opinión 
de todos y todas. Esta forma de proce-
der ha demostrado que este tipo de 

organizaciones están mejor preparadas 
para afrontar los retos de futuro. 

En el caso de las consultas públicas pre-
vias para la aprobación o modificación de 
normativa (artículo 133 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedi-
miento Administrativo Común de las Ad-
ministraciones Públicas), sería conve-
niente establecer en el propio Plan Anual 
Normativo el requisito o no de realizarlas 
e, incluso, cómo se sustanciarán. 

El desarrollo de acciones formativas con-
cretas en la materia dentro de cada una 
de las organizaciones servirá para sensi-
bilizar, conocer buenas prácticas y con-
cienciar a las personas que prestan servi-
cio en las administraciones sobre el dere-
cho a la participación y colaboración de 
la ciudadanía más allá de los momentos 
de los periódicos procesos electorales. 

Aquellas organizaciones donde la parti-
cipación y la colaboración interna e in-
terdisciplinar en idear y mejorar los ser-
vicios públicos, donde se fomenta el tra-
bajo en equipo, donde existen estructu-
ras de coordinación, etc., reflejan una 
cultura de la colaboración abierta a la 
co-creación de políticas públicas con y 
para la ciudadanía.
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Hacer pedagogía de la participación en lo común, en lo que es de todos, 
como un derecho cívico que pertenece a cada uno de nosotros.

La participación y la colaboración ciuda-
dana en los asuntos públicos es un dere-
cho de la ciudadanía y un deber para las 
administraciones facilitarla y fomentarla.  

En una democracia entendida no solo 
como una fórmula representativa, sino 
como un diálogo constante entre quie-
nes mandan y la sociedad, se impone 
que esa conversación basada en una es-
cucha activa de las preocupaciones y 
opiniones ciudadanas, tenga lugar tam-
bién a través de formas de participación 
directa y semidirecta. 

La confianza entre ciudadanía e institu-
ciones se genera al interactuar, en el in-
tercambio y expresión de opiniones. Y 
no existirá esa conversación si nos co-
municamos en un lenguaje oscuro e 
inaccesible o si no ofrecemos una diver-
sidad de canales y formas de participar. 

Cobra especial importancia: 
 

¶ Cómo informar, consultar, invo-
lucrar, colaborar y empoderar a 
la población, para lo que serán 
de suma importancia los medios, 
momentos utilizados para comu-
nicar todas fases de los procesos 
participativos que se convocan 
según los distintos perfiles de la 
población destinataria. 

¶ Utilizar un lenguaje sencillo, 
comprensible e igualitario que 
reduzca barreras en los propios 
procesos participativos y a la 
hora de su divulgación. 

¶ Facilitar diversos canales/formas 
de participación acercándonos a 
la diversidad de perfiles de per-
sonas participantes en los proce-
sos participativos. 

¶ Desarrollar acciones formativas/di-
vulgativas sobre derechos y valo-
res cívicos dirigidas fundamental-
mente a adolescentes y jóvenes.  
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Elaboración de un Programa Anual de Participación e integrar su ejecución 
con la huella normativa en aquellos procesos que tengan que ver con la 
elaboración de disposiciones.  

 

La planificación de la participación ciu-
dadana es primordial para el buen desa-
rrollo de los diferentes procesos de par-
ticipación institucional. En este caso, la 
improvisación nunca será buena compa-
ñera de viaje.  

Un buen Programa Anual de Participa-
ción tiene que ser capaz de responder, 
al menos, a cuatro preguntas: ¿Qué?, 
¿Cuándo?, ¿Para qué? y ¿Con quién?   

 Procesos previstos (¿Qué?): de-
bemos tener previstos (si no di-
señados) al inicio de año los dife-
rentes procesos o proyectos de 
participación que vamos a poner 
en marcha. Esto no quiere decir 
que durante el año no quepa un 
proceso no previsto, sino tener 
una planificación general de lo 
que queremos hacer.  

 Cronograma (¿Cuándo?): una 
vez tenemos planificado qué pro-
cesos vamos a hacer, es impor-
tante que seamos capaces de es-
tablecer un calendario de partici-
pación. Dependiendo de la idio-
sincrasia de nuestra comunidad 
(la existencia de una cultura par-
ticipativa previa, el tamaño de 
nuestra comunidad, los recursos 
disponibles, etc.), podremos pla-
nificar uno o más procesos de 
participación simultáneamente 
o, por el contrario, extenderlos 
en el tiempo, siempre teniendo 
en cuenta que en participación es 
mejor la calidad que la cantidad.  

 Motivación (¿Para qué?): todo 
proceso de participación debe te-
ner una motivación expresa. Esta 

motivación puede ser la de au-
mentar la transparencia en el desa-
rrollo de políticas públicas; consul-
tar a la ciudadanía al respecto de 
decisiones que les afecten directa-
mente; desarrollar o poner en 
marcha políticas públicas en un 
formato de codecisión entre insti-
tución y sociedad; fomentar el 
desarrollo de la comunidad; etc. Es 
importante saber siempre para 
qué ponemos en marcha un pro-
ceso de participación, porque si no 
lo tenemos claro, seguramente no 
cumplamos con las expectativas 
generadas.  

 Público al que nos dirigimos 
(¿con quién?): cuando hacemos 
participación no siempre nos di-
rigimos a la totalidad de la ciuda-
danía. Dicho esto, lo más sencillo 
es diferenciar entre ciudadanía 
asociada y no asociada. Sin em-
bargo, podemos clasificar nues-
tro público por variables demo-
gráficas (edad, sexo), geográfi-
cas (lugar de residencia) u otras. 
No se trata de discriminar o limi-
tar la participación según seg-
mentos, sino tener claro a quién 
nos estamos dirigiendo en todo 
momento, ya que el mensaje, las 
acciones a realizar o el canal va-
riarán según estos elementos.  

Una vez que hemos sido capaces de res-
ponder a estas preguntas, tenemos que 
ser conscientes del impacto que los proce-
sos incluidos en este Plan de Participación 
van a tener en el desarrollo normativo.  
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En este sentido, al igual que planifica-
mos lo que vamos a hacer, debemos de-
jar constancia, huella, de todo ello.  

Y lo tenemos que hacer tanto por con-
vicción como por obligación en base a lo 
dispuesto en el artículo 132 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedi-
miento Administrativo Común de las Ad-
ministraciones Públicas, que establece, 
para una mayor seguridad jurídica y pre-
dictibilidad del ordenamiento, que 

άŀƴǳŀƭƳŜƴǘŜΣ ƭŀǎ !ŘƳƛƴƛǎǘǊŀŎƛƻƴŜǎ tǵπ
blicas harán público un Plan Normativo 
que contendrá las iniciativas legales o 
reglamentarias que vayan a ser elevadas 
ǇŀǊŀ ǎǳ ŀǇǊƻōŀŎƛƽƴ Ŝƴ Ŝƭ ŀƷƻ ǎƛƎǳƛŜƴǘŜέΦ 

Una potestad normativa que, en todo 
caso, los gobiernos han de ejercer ajus-
tándose a los principios de necesidad, 
conveniencia, eficacia, proporcionali-
dad, seguridad jurídica, transparencia y 
eficiencia. 
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La normativa debe actuar como palanca para impulsar los procesos de parti-
cipación en el diseño de las políticas, planes y programas. Por un lado, inserta 
la participación en todas las fases de dichos instrumentos (desde su elabora-
ción hasta su evaluación) y, por otro, los regula con garantías suficientes.

La motivación y la convicción para parti-
cipar han de tener cobertura en un 
marco normativo que dé soporte a to-
das las líneas estratégicas, políticas y ac-
ciones que se activen desde las Adminis-
traciones Públicas. El marco jurídico de 
una Gobernanza Inteligente basada en 
datos abiertos, transparencia y participa-
ción. Un concepto de organización pú-
blica especialmente ligado al contexto de 
ciudades inteligentes, Gobierno Abierto 
y a la consecución de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. 

En nuestro país, la aspiración a un buen go-
bierno queda recogida en la Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre, de transparencia, ac-
ceso a la información pública y buen go-
bierno, que identifica la transparencia, el 
acceso a la información pública y las nor-
mas de buen gobierno como los ejes fun-
damentales de toda acción política. 

El preámbulo de esta ley nos viene a decir 
que los países con mayores niveles de 
transparencia y de buen gobierno cuen-
tan con instituciones más fuertes y sóli-
das, que favorecen el crecimiento econó-
mico y el desarrollo social pudiendo así la 
ciudadanía juzgar mejor y con más criterio 
la capacidad de sus responsables públicos 
y decidir en consecuencia. Esta fiscaliza-
ción de la actividad pública es lo que en 
verdad fomenta y contribuye a la regene-
ración democrática, la promoción de la 
eficiencia y eficacia del Estado y el favore-
cimiento del crecimiento económico. Así 
lo considera también la ONU cuando 
afirma que en los países en los que se 
apuesta por estos valores existe creci-
miento económico y desarrollo social. 

Cuando un gobierno es capaz de gestio-
nar de forma eficiente y sostenible 
desde un punto de vista político, social, 
cultural y medioambiental, está invir-
tiendo también en desarrollo econó-
mico. Y, sin duda, una buena forma de 
garantizar el logro de esos objetivos será 
la de introducir cambios en su política 
de gestión, de innovar. Y de hacerlo te-
niendo presente el Programa de las Na-
ciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), que identifica entre los elemen-
tos de buen gobierno, en primer tér-
mino, la participación. 

En un momento de incertidumbre como 
en el que estamos inmersos desde hace 
ya algún tiempo en la sociedad en gene-
ral y en la administración en particular, 
invertir esfuerzos en sumar activos que 
aporten valor y legitimidad a la gestión 
pública resulta ser un elemento clave 
para avanzar hacia esa verdadera trans-
formación del siglo XXI. No nos equivo-
quemos: esta transformación no debe 
ser exclusivamente tecnológica, sino que 
requiere un cambio de paradigma total 
para así sentar unos pilares fuertes sobre 
los que construyamos un sector público 
eficaz, eficiente, sostenible, resiliente, 
ético, digital, inteligente, lógico, íntegro, 
proactivo e igualitario con la que afrontar 
los retos que se nos presentan. Entre 
otros: el relevo generacional, la e-admi-
nistración, la captación y la retención del 
talento, todo ello gestionado en un esce-
nario marcado por conflictos bélicos, 
emergencias sociosanitarias, economía 
fluctuante, inflación desorbitada, enca-
recimiento de las materias primas y en 
constante crisis de legitimidad de las 
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instituciones, especialmente entre las 
personas más jóvenes. 

Un contexto en el que abordar la brecha 
existente entre la ciudadanía y la gestión 
pública resulta tan ineludible como 
inaplazable. Para ello, jugará un papel 
determinante establecer cauces que lo-
gren la activación de políticas públicas 
(en todas sus fases: diseño y formulación, 
planificación, ejecución, seguimiento y 
evaluación) en cuya base subyazca la po-
tencia de una ciudadanía formada y em-
poderada, responsable y activa, un re-
curso demasiado valioso para prescindir 
de él o ignorarlo. Y ahí entra en juego no 
solo la obligación de las instituciones de 
tomarlo en consideración, sino el estatus 
de la ciudadanía a ejercerlo.  

Nuestra Constitución ya alude en su ar-
tículo 23 al derecho de la ciudadanía a 
participar en los asuntos públicos, direc-
tamente o por medio de representan-
tes, libremente elegidos en elecciones 
periódicas por sufragio universal. Dere-
cho asimismo reconocido en el propio 
preámbulo de la Carta Europea de Au-
tonomía Local como parte de los 

principios democráticos comunes a to-
dos los estados miembros del Consejo 
de Europa. 

Es un deber y un derecho que la ciuda-
danía participe en todas las etapas del 
ciclo de gestión de políticas públicas y si 
ello se produce en etapas tempranas, 
mejor. Entendiendo el término tem-
prano en su doble acepción: 

a) En una etapa inicial del diseño de 
la política pública, es decir, desde el 
momento del diagnóstico de las pro-
blemáticas sociales que se busca so-
lucionar. 

b) En una etapa inicial de la vida, 
esto es, con una implicación activa 
de la infancia y la juventud en la ges-
tión pública en términos de forma-
ción y participación, como mayor ga-
rantía de supervivencia del sistema 
democrático. 

En conclusión, el ideal pasa por construir 
un ecosistema de participación trans-
versal que sea un ente vivo donde la ciu-
dadanía, en su sentido más amplio, en-
cuentre su lugar. 
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Incorporar la información sobre procesos participativos como un contenido 
más de publicidad activa, desprovisto de carga política o propagandística.  

Informar sob re los procesos en marcha de tal modo que no ocurra que se 
esté llevando a cabo un proceso, y no se haya tenido conocimiento de él 
por el personal de otros departamentos, áreas, etc. Que no se pueda dar la 
situación de que los servicios de atención a la ci udadanía desconozcan el 
proceso en cuestión.  

 

Aunque la legitimidad de un proceso de 
participación institucional no proviene 
del número de participantes, sino de la 
propia participación ciudadana, resulta 
de vital importancia fomentar la partici-
pación hasta su nivel más alto, pues 
cuanta más gente participe, más fácil 
será dar voz a todas las diferentes sensi-
bilidades existentes en la comunidad.  

En este sentido, la comunicación y la 
participación son dos áreas que deben 
estar constantemente unidas y traba-
jando al unísono a todos los niveles.  

Comunicación externa 

Respecto a la comunicación externa, te-
nemos que tener en cuenta tres aspectos 
para que esta sea efectiva:  

 Canales de comunicación: en la 
actualidad, las relaciones entre 
instituciones y ciudadanía se es-
tán volviendo cada vez más y más 
digitales. Sin embargo, cuando ha-
blamos de participación, tenemos 
que ser conscientes que no todas 
las personas disponen de las mis-
mas capacidades o medios tecno-
lógicos (brecha digital). En este 
sentido, como hemos dicho antes, 
es importante conocer a quién 
nos dirigimos para saber qué ca-
nal es el más adecuado para co-
municarnos con él, combinando 
en todo momento la comunica-
ción digital con la tradicional.  

 Mensaje y lenguaje: al igual que 
hay que adaptar los diferentes 
canales de comunicación a las 
personas a las que nos dirigimos, 
hay que adaptar el lenguaje. Es 
importante no utilizar tecnicis-
mos y buscar un lenguaje en co-
mún que sea entendible por 
toda la comunidad.  

El derecho a entender de la ciu-
dadanía pasa por incorporar al 
lenguaje administrativo unos pa-
rámetros de coherencia, senci-
llez, claridad y precisión pen-
sando en cada momento a quién 
va dirigido. Y es que, siendo el 
lenguaje administrativo un len-
guaje especializado, no pode-
mos perder de vista que sus des-
tinatarios no son necesaria-
mente profesionales, sino que el 
espectro al que se dirige puede 
ser tan amplio como variado. 
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Si no hay eficacia comunicativa, 
difícilmente habrá transparencia. 

Un ejemplo de buena praxis: El 
Sistema arText, un recurso gra-
tuito desarrollado por la Universi-
dad Nacional de Educación a Dis-
tancia (UNED) que cuenta ya con 
más de 150 mil personas usuarias 
y que aúna dos grandes ámbitos: 
la lingüística (el análisis del dis-
curso especializado) y la informá-
tica (el Procesamiento del Len-
guaje Natural [PLN]). Fruto de 
ello ponen a disposición de ciuda-
danía y profesionales el primer 
redactor asistido para el español 
que ayuda a escribir géneros tex-
tuales de ámbitos especializados 
y textos en lenguaje claro. 

 No politización de la participa-
ción: tenemos que entender que 
los procesos de participación son 
acciones que ayudan a la institu-
ción a mejorar en su transparencia, 
eficiencia y eficacia y no un arma 
política. Por lo tanto, a la hora de 
dar publicidad a estos procesos 
hay que hacerlo con rigor y de la 
forma más aséptica posible. En 
este sentido, la idea es intentar eli-
minar las posibles suspicacias que 
la participación institucional pueda 
despertar. Y hay que hacerlo utili-
zando las plataformas que maneja-
mos para comunicar a la sociedad: 

el portal de transparencia será un 
lugar idóneo para mantener cons-
tantemente informada a nuestra 
ciudadanía, ya que contar cómo in-
corporamos la participación a 
nuestros procesos de decisión es 
también rendir cuentas. 

Comunicación interna 

Respecto a la comunicación interna, par-
timos de que un proceso de participación 
es una acción transversal en la que pue-
den (y deben) participar diferentes 
áreas, poniendo un especial énfasis el pa-
pel del área con competencia y responsa-
bilidad en atención ciudadana. En este 
sentido, es muy importante que toda la 
información de los procesos de participa-
ción que estén en marcha fluya por toda 
la institución, para que cualquiera de no-
sotros pueda dar una buena respuesta a 
las personas que se acerquen solicitando 
información.  

En definitiva, una buena y cuidada co-
municación externa donde tengamos el 
cuidado de escoger los canales, el men-
saje, el lenguaje y que, además, sea 
aséptica y poco susceptible de conside-
rarse politizada, sirve de poco si no 
existe una comunicación interna eficaz 
entre las diferentes áreas de la institu-
ción, que dote de la capacidad de absor-
ber y dar respuesta, a las dudas y de-
mandas de nuestra ciudadanía. 

 

 



Lo que sí hacer | 13 
 

Desarrollar un Portal Único de Participación que incluya todas las actua-
ciones participativas (consultas públicas previas, procesos participativos, 
información pública, etc.) para facilitar la búsqueda de información a la 
ciudadanía. Diseño del portal amig able e intuitivo con lenguaje claro y sen-
cillo, evitando textos técnicos y lenguaje jurídico, con un buscador para 
que puedan encontrarse fácilmente las diferentes acciones participativas.  

 

Es un derecho de la ciudadanía tener ac-
ceso a la información en un entorno di-
gital fiable, donde pueda expresarse li-
bremente. Y para ello es fundamental 
contar con espacios de participación en 
línea donde la ciudadanía pueda acce-
der fácilmente a la información, interac-
tuar realizando propuestas y, en defini-
tiva, participar y contribuir en la defini-
ción, diseño, gestión y evaluación de las 
políticas públicas. 

Uno de los principales desafíos a la hora 
de configurar estos espacios es la dis-
persión actual de la información en los 
portales web corporativos, además de la 
dificultad que supone disponer de dife-
rentes mecanismos para participar en 
función de quién diseña ese proceso, de 
si se trata de una consulta pública en el 
marco de un procedimiento administra-
tivo o bien de otro tipo de actuaciones 
participativas. 

Por ello, la propuesta sería desarrollar 
un portal único de participación ciuda-
dana que debería contemplar como mí-
nimo los siguientes requisitos: 

¶ Ser el punto de encuentro único 
con la ciudadanía, es decir, se 
debe identificar claramente 
como el espacio donde estarán 
publicadas todas las actuaciones 
participativas y toda la informa-
ción relacionada. Esto requiere 
un ejercicio previo de identifica-
ción de toda esta información y 
mecanismos de participación 
para, o bien enlazarlos, o bien in-
corporarlos directamente en 

este espacio. Esta información, 
además, debería estar publicada 
en diferentes formatos para ga-
rantizar un acceso pleno y su 
posterior reutilización por parte 
de la ciudadanía. 

¶ El diseño de este portal único 
debe ser amigable, intuitivo, con 
un lenguaje claro y sencillo, evi-
tando textos complejos o excesi-
vamente técnicos. Debe, asi-
mismo, garantizarse la accesibili-
dad plena, el uso en diferentes ti-
pos de dispositivos y la usabilidad.  

¶ El portal debe incluir un busca-
dor inteligente que permita ac-
ceder fácilmente a la informa-
ción y, por tanto, basado en una 
web semántica que facilite este 
acceso independientemente de 
las palabras utilizadas por la ciu-
dadanía. Este buscador debería 
aparecer de forma destacada y 
flotante en toda la navegación, 
para que esté disponible en cual-
quier momento que se necesite. 

¶ En el caso, por ejemplo, de las 
consultas, peticiones o deman-
das ciudadanas, es una buena 
práctica disponer de un trámite 
general muy sencillo, pero con-
figurado de tal forma que, me-
diante preguntas y campos prefi-
jados, podamos derivarlo correc-
tamente al ámbito concreto que 
deba procesarlo. 
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¶ Los procesos participativos de-
ben contener la información ne-
cesaria, debidamente actuali-
zada, incluyendo las fechas, el 
período abierto de debate, las 
fases del proceso, los temas a 
debatir y los espacios. Debe ser 
fácil poder situarse en el mo-
mento exacto del proceso en el 
que nos encontramos, tanto si el 
proceso es presencial, virtual o 
híbrido. Es muy importante tam-
bién que este espacio permita 
mostrar la trazabilidad de las 
propuestas recogidas, para ga-
rantizar la transparencia de todo 
el proceso. 

¶ Este portal también debe conte-
ner los diferentes mecanismos 
de participación organizada 
(consejos de ciudad, foros, con-
sejos sectoriales, territoriales, 
comisiones, grupos de trabajo, 
etc.) así como las consultas ciu-
dadanas. Estos espacios se pue-
den configurar también con ro-
les para poder establecer deba-
tes restringidos, si es necesario, 
pero siempre publicando las ac-
tas y decisiones tomadas. 

¶ El portal debe incluir también el 
trámite para ejercer el derecho 
de acceso a la información pú-
blica en sus diferentes vertien-
tes. En este sentido, una buena 
práctica sería disponer de una 
única puerta de entrada para el 
ejercicio de este derecho, 

independientemente de quien 
deba tramitar y resolver esta so-
licitud (ya sea una persona in-
teresada, el derecho de acceso 
regulado en la ley de transparen-
cia, acceso a la información pú-
blica y buen gobierno, el derecho 
de cargos electos, el derecho de 
acceso de la normativa de pro-
tección de datos, de reutilización 
de la información, etc.). 

¶ Este espacio debe enlazar tam-
bién con todos los mecanismos 
de participación ciudadana en el 
marco del procedimiento admi-
nistrativo, tanto en lo que se re-
fiere a la elaboración de norma-
tiva y reglamentos, como los trá-
mites de audiencia o de informa-
ción pública.  

Por último, debemos destacar tres as-
pectos a tener en cuenta a nivel general: 

¶ La accesibilidad, la calidad, la pri-
vacidad y la seguridad de la in-
formación que se publica debe 
garantizarse desde el diseño. 

¶ La transparencia real depende, 
en muchas ocasiones, de garan-
tizar la actualización del conte-
nido, por ello es conveniente au-
tomatizar al máximo su publica-
ción. 

¶ Es básico incorporar a la ciuda-
danía en el diseño de este portal 
único, antes de su implantación, 
para poder testear y asegurar to-
dos estos aspectos. 
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Debe existir un compromiso político y técnico sobre el proceso de partici-
pación, tanto en el diseño como durante el desarrollo. Esto permite un ade-
cuado liderazgo, la implicación activa y coordinada de los diferentes de-
partamentos afectados y una incidencia real del proceso en la elaboración 
del plan, programa, estrategia, etc. Debe existir un compromiso claro e 
inequívoco de la institución con re specto a los resultados del proceso.  

En los momentos clave participativos la presencia de alguien de la admi-
nistración con alta representación, que traslade el compromiso de escu-
cha activa, aporta credibilidad al proceso.  

 

Desplegar un modelo de Gobierno 
Abierto en una institución requiere un 
compromiso claro e inequívoco de re-
pensar qué relación queremos con la ciu-
dadanía, fomentando la transparencia, la 
participación y la colaboración, poniendo 
el foco en la rendición de cuentas como 
mecanismo para incorporar a la ciudada-
nía en la definición, diseño y seguimiento 
de las políticas públicas. 

El objetivo de este modelo de gobernanza 
es mejorar la calidad de los sistemas de-
mocráticos, incrementando la confianza 
de la ciudadanía y mejorando la eficiencia 
y la eficacia de la acción de gobierno. 

Por tanto, la decisión de realizar un pro-
ceso participativo requiere, como mí-
nimo, este compromiso tanto político 
como técnico de incorporar la participa-
ción de la ciudadanía en el proceso de 
elaboración de esa política, plan, pro-
grama o estrategia de tal forma que se 
garantice tanto la realización del propio 
proceso como la rendición de cuentas y 
la asunción de las decisiones que se de-
riven del mismo. 

Para ello, es conveniente tener en 
cuenta alguna de estas consideraciones: 

¶ Aprobar por el órgano competente 
estos procesos participativos. 

¶ Garantizar una trazabilidad de 
todo el proceso participativo, 
dando respuesta a todas y cada 
una de las aportaciones. 

¶ Informar al máximo órgano re-
presentativo de la entidad de la 
que se trate del resultado del 
proceso de participación, así 
como dar cuenta en el punto 
único de participación ciudadana 
de la institución. 

¶ Los procesos participativos de-
ben tener, en general, un diseño 
multinivel, es decir, garantizar la 
participación tanto interna, como 
política, como de la ciudadanía, y 
ser capaces de aglutinar todas es-
tas aportaciones, y sus diversas 
miradas, en el resultado final.  

Debemos hacer confiable nuestra insti-
tución. En la práctica, hay que trasladar 
internamente este mensaje e, incluso, 
establecer y aprobar metodologías y 
protocolos internos para garantizar que 
los procesos participativos incluyen este 
compromiso además de todas las fases 
y requisitos para el éxito del proceso.
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Reflexionar bien antes de lanzar el proceso. Pedir a la ciudadanía que de-
dique tiempo y esfuerzo para co -crear una mejor política pública es algo 
muy serio. Hay que ser conscientes del valor democrático que supone 
ofrecer una mayor implicación ciudadana en  la construcción de lo público.  

Podríamos  hablar de una Fase 0 de reflexión previa al inicio de cualquier 
proceso ya que ello ayudará a hacer una mejor planificación y d ebemos 
pensar, también, si existen condicionantes temporales susceptibles de in-
cidir en el proceso. ¿Hay limitaciones por algún motivo? ¿Existen prev isio-
nes que indiquen que la redacción definitiva puede prolongarse en el 
tiempo más allá de un plazo razonable?  

Decidir realizar un proceso de participa-
ción ciudadana no es algo que se deba 
hacer sin una previa reflexión. Estamos 
hablando de hacer partícipe a la ciuda-
danía en el diseño y elaboración de polí-
ticas y servicios públicos, y ello requiere 
compromiso, planificación, segui-
miento, rendición de cuentas, evalua-
ción y aplicación efectiva. Por ello es 
conveniente establecer una fase previa, 
que se debería realizar junto con el ám-
bito impulsor de la iniciativa, para poder 
reflexionar sobre: 

¶ El origen de la iniciativa (petición 
ciudadana, ámbito concreto de 
la entidad, órgano colegiado, de-
rivado de una plan estratégico o 
sectorial, de una normativa, 
etc.), lo que condicionará la pla-
nificación del proceso. 

¶ Revisar la finalidad perseguida 
con el proceso participativo 
desde una doble perspectiva: 

o Revisar los instrumentos 
y procesos utilizados 
hasta el momento por la 
organización, y los docu-
mentos estratégicos de la 
entidad, para analizar si el 
proceso encaja o entra en 
conflicto con alguno de 

estos instrumentos y evi-
tar duplicidades. 

o La finalidad del proceso 
ha de quedar definida de 
forma clara: qué se de-
cide concretamente; qué 
es objeto de participa-
ción; qué queda fuera de 
la fase deliberativa. La fi-
nalidad del proceso no 
puede ser meramente in-
formativa o de difusión, 
ni tampoco puede perse-
guir legitimar una deci-
sión tomada con anterio-
ridad. Además, hay que 
recordar que existen 
otras formas de partici-
pación de carácter gene-
ral, como las encuestas, 
la audiencia pública, etc. 

¶ Hay que identificar los recursos 
con los que contamos, tanto hu-
manos como económicos, y si es 
necesario el soporte externo. 

¶ Identificar el público objetivo, a 
quién nos vamos a dirigir (una 
parte o todo el territorio de nues-
tra entidad; toda la población o 
un sector específico, etc.) y pen-
sar cómo hacer más atractiva la 
participación para los diversos 
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públicos (como sumar a gente jo-
ǾŜƴΣ ŀ ǇŜǊǎƻƴŀǎ άŘŜǎŜƴŎŀƴǘŀŘŀǎέ 
porque han vivido procesos no 
satisfactorios, etc.). 

¶ Establecer e informar clara-
mente, por todos los medios a 
nuestro alcance, sobre las nor-
mas y la forma de participar, el 
contenido, las diferentes fases y 
cómo se vehicularán los resulta-
dos. 

¶ Definir la escala temporal del pro-
ceso, el calendario. Cuándo em-
pieza y en qué momento finaliza. 

¶ Valorar los espacios de segui-
miento:  

o Del propio proceso: 
quién y cómo hacer el se-
guimiento del debate, es 
decir, qué órgano de ga-
rantía tiene el proceso. 

o Del resultado del pro-
ceso: quién y en qué es-
pacio se hará el segui-
miento de la implemen-
tación del resultado de la 
participación. 
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àűϔŬģľƇģƏƚǈϔņŌϔωƽǀƚĿŌǈƚϊϔŌǈϔƽƚǀƿǜŌϔĿƚƑǈǔģϔņŌϔŤģǈŌǈϔǈǜĿŌǈűǳģǈήϔÕƇģƑűŤűĿģǀϔĿƚƑϔ
detenimiento: diseño y tiempos, canales a utilizar convocatoria/difusión, infor-
mación, debate y retorno . 

 

Los procesos participativos tienen dife-
rentes fases. Antes de desarrollar cada 
una de ellas es importante fijar su conte-
nido y el calendario del proceso. Por lo 
que se refiere a su contenido, debemos 
definir sobre qué participamos y cuál es 
el resultado de la participación. Una vez 
finalizado el proceso, tendremos un aná-
lisis conjunto de la ciudadanía, unas pro-
puestas concretas, un diagnóstico com-
partido, etc., y dónde ubicar el resultado 
en la política pública a impulsar.  

Como mínimo, podríamos tener las si-
guientes fases:  

¶ Diseño: nos permite definir y 
planificar el proceso en con-
junto.  

¶ Información: tiene por objeto in-
formar a la ciudadanía sobre el 
funcionamiento y el contenido 
del proceso. Esto es: qué sesio-
nes se celebrarán, cómo se 
puede participar, cuánto tiempo 
durará y sobre qué se debatirá. 
En esta fase es importante tener 
en cuenta el mapa de agentes, 
así como medidas que faciliten la 
accesibilidad a la información.  

¶ Deliberación: es el momento 
participativo por excelencia. Esta 
fase tiene la finalidad de contra-
poner las diferentes ideas y de 
fomentar el debate sobre aque-
llo en lo que se quiere que se 
participe, para llegar a unas con-
clusiones comunes. Ahora es im-
portante recoger las diferentes 
opiniones que han surgido para 
que todas las personas partici-
pantes se vean representadas. 

Esta fase puede complemen-
tarse con una validación por 
parte de la ciudadanía de las pro-
puestas hechas.  

¶ Retorno: una vez recogidas to-
das las propuestas y opiniones, 
estas se sistematizan y se valora 
su incorporación o no al plan, 
proyecto o política. Es necesario 
explicar a la ciudadanía qué pro-
puestas se han incorporado y re-
cogido y cuáles no se han incor-
porado, así como el motivo por 
el que se han descartado.  

¶ Seguimiento: es importante im-
plicar a la ciudadanía en el segui-
miento del proceso en el que se 
ha participado, informando sobre 
cómo se han ido incorporando y 
desarrollando las aportaciones. 

En cuanto a la temporalidad, hay que fijar 
fechas, tirar de calendario. De esta ma-
nera evitamos debates eternos gene-
rando frustración de la ciudadanía. In-
cluso, hay reglamentos que lo exigen. Esta 
άŀƎŜƴŘŀ ŘŜƭ ǇǊƻŎŜǎƻέ ǊŜǉuiere pensar 
también en los recursos y la metodología 
que utilizaremos, así como el formato del 
resultado. Esto nos será útil a la hora de 
dimensionar el proceso participativo.  
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Identificar bien a la personas  ņŌǈǔűƑģǔģǀűģǈήϔàűϔŬģľƇģƏƚǈϔņŌϔƽģǀǔűĿűƽģĿűƛƑϔωĿűǜρ
ņģņģƑģϊΩϔƇģϔĿƚƑǳƚĿģǔƚǀűģϔņŌľŌϔǈŌǀϔģƏƽƇűģϔǺϔǈűƑϔǀŌǈǔǀűĿĿűƚƑŌǈϔűƑƁǜǈǔűŤűĿģņģǈΩϔ
implicando a todas las personas y entidades que tienen algo que aportar.  

Hay que elaborar un mapa de actores, que estén presentes  todas las mira-
das y visiones posibles. No podemos dejarnos a nadie por el camino que 
deba estar. Valoremos la significatividad más que la representatividad. No 
buscamos la legitimidad, sino soluciones construidas de manera compar-
tida desde las necesidades  reales. Debemos contar con agentes claves en-
tre la ciudadanía asociada y no asociada para poner en marcha un nuevo 
proceso de participación.  

ċģƇƚǀŌƏƚǈϔŌƇϔűƑǔŌǀōǈϔņŌϔƽƚƑŌǀϔŌƑϔƏģǀĿŬģϔωƽǀƚĿŌǈƚǈϔņŌϔƽģǀǔűĿűƽģĿűƛƑϔƽģǀģρ
ƇŌƇƚǈϊϔĿƚƑϔťǀǜƽƚǈϔņŌϔƽƚľƇģĿűƛƑϔŌǈƽŌĿųŤűĿƚǈ (niños y niñas, personas, jóve-
nes, etc.). Estos procesos tendrán mecanismos y desarrollos diferentes al 
proceso central, pero las ideas o propuestas que se lancen desde ellos de-
berán incorporarse a aquel proceso.  

 

Los procesos participativos tienen como 
finalidad incorporar la opinión de la ciu-
dadanía y esto supone tomar en cuenta 
la diversidad que existe en el territorio.  
En este sentido, no solo cuantificaremos 
el número de personas asistentes sino la 
diversidad de opiniones recogidas. Para 
incorporar esta pluralidad nos ayudará 
un mapa de agentes o un sociograma. 
Esta herramienta es exclusiva de cada 
proceso participativo pues identifica al 
conjunto de personas relacionadas o 
con intereses en el proceso.  

El mapa de agentes nos ayudara a:  

¶ Identificar a las personas que 
es necesario incorporar en el 
debate. 

¶ Generar estrategias de co-
municación y metodologías 
accesibles, pensadas para el 
público objetivo.  

Es importante reservar un tiempo para 
elaborar este mapa y validarlo, si es ne-
cesario, con quien impulse el proceso. 
Por este motivo, incorporaremos la 
creación de esta herramienta como una 

acción a desarrollar en la fase de diseño 
del proceso.  

Las preguntas que nos tenemos que ha-
cer para elaborar el mapa son:  

¶ ¿Quién está interesado o 
afectado por el tema del de-
bate? 

¶ ¿Quién ha participado con 
anterioridad en otros proce-
sos u órganos que tengan in-
cidencia sobre este tema?  

¶ ¿Qué colectivos participan o 
trabajan sobre el tema a de-
batir?  

El mapa de agentes nos permite visuali-
zar el papel de cada una de estas perso-
nas en el debate que se quiere generar y 
crear dinámicas que permitan enrique-
cerlo. El mapa de agentes nos ayuda a 
decidir metodologías específicas para in-
cluir a todos los colectivos representados 
y eso supone incidir, como mínimo, en:  

¶ Los mecanismos de convoca-
toria: decidir estrategias co-
municativas, canales de difu-
sión o el uso de diferentes 
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lenguas. Nuestro mapa tiene 
que incorporar la mirada indi-
vidual de las personas partici-
pantes, así como la mirada co-
lectiva de las organizaciones.  

¶ La convocatoria: valorar hora-
rios y espacios en los que se 
puede convocar a la ciudadanía 

para facilitar la asistencia y el 
acceso. Podría valorarse si una 
sesión virtual se adapta más al 
público.  

La metodología: establecer diferentes 

formatos y sesiones de debates que per-

mitan recoger las opiniones de todos los 

colectivos identificados.
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GǹƽƇűĿģǀϔĿƚƑϔģƑǔŌƇģĿűƛƑϔƇģǈϔωǀŌťƇģǈϔņŌƇϔƁǜŌťƚϊΨϔǜƑģϔcosa es participar en un 
proceso, tener posibilidad de expresar una opinión y otra muy distinta, po-
der decidir (sistema representativo).  Debemos ser honestos comunicando 
el alcance de lo que se ofrece con la participación. Las personas partici-
pantes deben  saber que la responsabilidad última es de la administración.  

 

Estaremos de acuerdo en que la fase de 
información es una de las más impor-
tantes de cualquier proceso de partici-
pación, pues es en esta fase en la que se 
expone a la ciudadanía en qué se va a 
participar y cómo se participa.  

La participación ciudadana supone un 
ejercicio de transparencia para las admi-
nistraciones. ¿Qué aspectos recomenda-
mos dejar claros desde un inicio sobre el 
propio proceso de participación?: 

¶ En qué se participa. Hay que ex-
plicar de manera precisa en qué 
se va a participar y si el debate 
tiene algún condicionante, es de-
cir, algún tema o aspecto sobre 
el que no se quiera abrir el de-
bate ya sea por falta de compe-
tencia o bien porque es una con-
dición inicial sobre la que no hay 
margen de cambio.  

¶ Cómo y dónde se participa. Las 
normas para participar tienen 
que incluir en qué espacios y mo-
mentos se recoge la opinión ciu-
dadana. Es decir, qué va a suce-
der en cada momento. Si el pro-
ceso tiene una fase de análisis, 
poder explicar a la ciudadanía 
qué tipo de opiniones y aporta-
ciones se recogen en ese mo-
mento, en una sesión de pro-
puestas o de validación, y si estos 
momentos se desarrollaran en 
talleres presenciales, en encues-
tas públicas, a través de sesiones 
virtuales, etc.  

¶ Cómo se incorpora la participa-
ción ciudadana. Es importante 
explicar en qué desembocan los 
procesos participativos, pues en 
muchos casos, el resultado del 
debate se incorpora a proyectos 
que acaban siendo votados en 
algún órgano político con capaci-
dad decisoria. Es necesario expli-
car en qué medida se va a influir 
en la decisión y cuál es el órgano 
decisorio.  

 

La explicación de estos aspectos es ne-
cesaria para evitar frustraciones y de-
sencantos con el propio proceso. Este 
ejercicio de transparencia puede en al-
gunos casos desmotivar a la ciudadanía 
a participar, ya que puede considerar 
que el margen de incidencia no sean los 
adecuados.  
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Garantizar una buena información sobre el objeto del proceso (plan, pro-
grama, estrategia, ley, servicio, etc.). No es suficiente una nota de prensa. 
Una sesión informativa que enmarque, contextualice y explique los conte-
nidos. Es muy positivo organizar alg una mesa redonda o charla de perso-
nas expertas del tema que se trate, para generar el interés y conocimiento, 
y favorezca el debate posterior.  

 

La ciudadanía demanda formatos y con-
tenidos de información y canales de in-
terlocución adaptados a sus demandas y 
preferencias. Debemos hacer llegar in-
formación al mayor número de perso-
nas posible utilizando el alcance que nos 
dan los medios de comunicación, las re-
des sociales, etc. Debemos adecuarnos 
a los medios habitualmente utilizados 
para comunicar, adaptándonos al colec-
tivo o colectivos con los que queremos 
especialmente trabajar.  

La necesidad de responder a las deman-
das crecientes de la ciudadanía y de faci-
litar su mayor implicación en el ciclo de 
las políticas públicas; no solo como re-
ceptora sino, también, como co-decisora 
o, incluso, como coproductora de servi-
cios, requiere informarla de manera 
comprensible y con un nivel de detalle y 
contenidos suficientes que le permita 
construir una opinión formada acerca del 
tema objeto del proceso. 

Si queremos contar con una participación 
ciudadana efectiva, es necesario superar 
los canales y códigos más tradicionales 

de comunicación complementándolos 
con distintos formatos adaptados a los di-
ferentes perfiles poblacionales para al-
canzar una participación numéricamente 
amplia (cuando ese criterio sea priorita-
rio) y socialmente diversa. 

Propiciar procesos participativos inclusi-
vos que contemplen dinámicas y cana-
les multidireccionales en los que sea 
posible hacer llegar información de cali-
dad al público llamado a participar y 
adecuado a sus códigos, así como la re-
cepción de propuestas de personas y 
grupos de interés diversos y accesibles. 
De este modo, se garantiza el acceso a la 
información de modo comprensible 
para la ciudadanía. 

En la medida que consigamos informar 
más y mejor a la ciudadanía, facilitare-
mos que ésta tenga un conocimiento 
más preciso sobre la temática abor-
dada y que pueda aportar con mayor ca-
lidad en la labor de búsqueda de con-
sensos y acuerdos.  

No obstante, hay que tener en cuenta 
siempre, que una formación e informa-
ción de calidad, lleva tiempo, medios y 
recursos, por lo que la planificación de 
esta tarea previa a la participación será 
de gran importancia para generar proce-
sos de participación de calidad.  

Una ciudadanía mejor informada está 
más empoderada democráticamente y 
contribuye a la consecución de una ma-
yor cultura participativa. 
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El equipo promotor del proceso debe ser, a ser posible, multidisciplinar, lo 
que aporta riqueza al proceso en el momento de su diseño y evaluación. 
Es recomendable que en él haya personas con una visión s ociológica/po-
litóloga y de soft skills (habilidades blandas) como la escucha activa, la 
creatividad, el trabajo en equipo o la empatía. Impulsar la participación 
ciudadana requiere recursos, personal adecuado, tiempo y mimo.  

 

El momento de constituir el equipo gestor 
del proceso (si no se ha hecho antes de la 
planificación) y de asignar tareas es clave. 
En definitiva, debemos asegurarnos de 
que no queda ninguna tarea sin persona 
responsable y que el reparto es claro. La 
composición del equipo gestor depen-
derá en ocasiones de cada proceso, pero, 
en cualquier caso, sería recomendable in-
tegrar a los siguientes perfiles:  

¶ Personal directivo o político que 
lidere el proceso y le dé impulso.  

¶ Persona/personas con conoci-
miento técnico sobre la temática 
a trabajar.  

¶ Persona/personas que cuenten 
con conocimientos y herramien-
tas sobre los distintos canales de 
comunicación.  

¶ Apoyo logístico y organizativo.  

¶ Asistencia técnica interna o ex-
terna a la organización, pero siem-
pre especializada responsable de 
coordinar, redactar, dinamizar y 
ejecutar el proceso (soft skills).  

La ausencia de alguno de estos perfiles 
o la inadecuada asignación de tareas y 
responsabilidades puede mermar de 
manera significativa el alcance previsto. 
Además, dificultará enormemente la po-
sibilidad de diseñar e implementar pro-
cesos participativos operativos y efica-
ces que permitan visualizar el impacto 
real de las iniciativas participativas en el 

corto/medio plazo sobre las decisiones 
finales que al respecto se adopten. 

Un proceso participativo no es un pro-
ceso unidireccional ni unívoco. Son pro-
cesos que requieren de una planifica-
ción y un reparto de tareas que permi-
tan minimizar riesgos y alcanzar los re-
sultados esperados en los plazos de 
tiempo previstos. 

Distintas miradas, experiencias, interlocu-
ciones y responsabilidades, gracias a una 
coordinación óptima, nos permitirán al-
canzar los objetivos previstos haciendo un 
uso eficaz y eficiente de los recursos hu-
manos y materiales disponibles. 
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ciones durante su desarrollo según las necesidades que se detecten. Debe 
ǈŌǀϔŤƇŌǹűľƇŌΩϔƽŌǀƚϔǈűƑϔωǔǀģűĿűƚƑģǀϊϔƇģǈϔŌǹƽŌĿǔģǔűǳģǈϔĿƚƏƽǀƚƏŌǔűņģǈϔƑűϔalterar 
las reglas esenciales.  

 

!ƭ ƘŀōƭŀǊ ŘŜ ǳƴ άǇǊƻŎŜǎƻ ǇŀǊǘƛŎƛǇŀǘƛǾƻέ 
nos estamos refiriendo a una suma coor-
dinada e incardinada de momentos y ac-
ciones participativas (talleres, dinámicas 
de grupo, reuniones, entrevistas, foros o 
grupos de trabajo virtuales, etc.) de dife-
rentes agentes o personas para aportar 
perspectivas o visiones en relación a un 
tema, un reto o un problema sobre el que 
se quiere tomar una decisión.  

Para que pueda producirse esa relación 
beneficiosa con la ciudadanía y los agen-
tes, se necesitan -ya lo hemos visto- ins-
trumentos, medios, canales que lo per-
mitan, así como una reflexión suficiente 
y una planificación adecuada para obte-
ner los resultados deseados. En este di-
seño hay que valorar ciertos márgenes 
de flexibilidad si las circunstancias así lo 
aconsejan. En cualquier caso, es necesa-
rio contar con una visión clara del al-
cance del proceso participativo en la 
toma de decisiones y en la contribución 
de la ciudadanía al diseño y creación del 
proceso. Las reglas del juego han de ser 
claras y estar bien definidas. 

Se trata de un elemento importante para 
evitar falsas expectativas de la población 
y que en un futuro puedan desincentivar 
o desactivar su interés por participar en 
otros procesos participativos.

Si bien, es posible retomar el proceso, re-
lanzarlo o redefinir algún paso si se con-
sidera que no se ha llegado al público que 
se había definido o si, por lo contrario, no 
se han logrado los mínimos de participa-
ción establecidos como aceptables para 
legitimar el proceso, un refuerzo de la 
comunicación a mitad del proceso o una 
llamada a colectivos específicos para re-
lanzarlo, puede resultar necesaria.  

No obstante, este será también un ele-
mento a analizar al finalizar el proceso, al 
evaluarlo: ¿qué ha pasado si no se ha ob-
tenido la participación que esperábamos? 
Quizás no hemos preguntado de la ma-
nera adecuada o, incluso, puede que el 
proceso planteado carezca del interés ciu-
dadano que presuponíamos en un inicio.  
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